
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDENCIA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / CUANDO EL JUZGADO ACCIONADO NO HA RESUELTO LA PETICIÓN FORMULADA / TUTELA PREMATURA.
Acude el accionante en esta oportunidad, en procura de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, defensa y contradicción. Para que se le ordene al Juzgado resolver la nulidad propuesta por el accionante en el trámite del proceso ejecutivo. 

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
Además, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: … y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable .

Descendiendo al presente caso, según lo informado por el Despacho…, se tiene que la solicitud de nulidad cuya resolución aquí se depreca, fue radicada en el Juzgado el pasado 3 de septiembre del 2019; esta demanda, por su parte, fue presentada el 10 de septiembre siguiente, es decir, solo transcurrieron 5 días hábiles entre una cosa y la otra. 

Es palmaria entonces, la interposición prematura del resguardo, pues el trámite del que se duele la accionante se estaba surtiendo para cuando se radicó esta demanda…
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Acta N° 459 del 25 de septiembre del 2019 
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Duma Yined Giraldo Restrepo, en la que aduce la vulneración a su derecho fundamental al debido proceso, contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Banco Colpatria S.A y Alejandro Echeverry Sánchez. 

ANTECEDENTES

La señora Duma Yined Giraldo Restrepo, por conducto de apoderado judicial, presentó esta acción de tutela en procura de la protección de sus derechos a la igualdad, al debido proceso, a un hogar, a la protección especial de los menores de edad, vivienda digna y propiedad privada, que estima conculcados por la autoridad accionada. 
Adujo, en síntesis, que actúa en calidad de demandada dentro del proceso ejecutivo con garantía hipotecaria con radicado “2014-00213”, en el que se solicitó el embargo, secuestro y posterior remate del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria 290-148998.

Explicó que el proceso se venía tramitando dentro de los parámetros legales, hasta que el demandante “adelantó una mala actuación”, al vender su acreencia a otra persona jurídica y seguir actuando en el proceso sin notificar de lo concerniente al Despacho, pese a que perdió su legitimación.

Desconociendo el error, el Juzgado continuó con el proceso y dispuso llevar a cabo el remate del inmueble para el día 12 de septiembre del año que avanza. 

Por ello, el 3 de septiembre presentó una solicitud de nulidad, con fundamento en el numeral 4° del artículo 133 del CGP, lo cual no ha sido resuelto por el Juzgado encartado. 
Por último, dijo que el 5 de septiembre que pasó, el Banco Colpatria S.A. presentó un escrito en el que aportó la venta y el poder para poder continuar con el proceso, considerando que así se sanearían todas las actuaciones viciadas de nulidad, empero, lo cierto es que las gestiones que se adelantaron cuando no estaba legitimada fueron de gran trascendencia. 
Con fundamento en esa narración, pidió que se ordenara al Juzgado pronunciarse sobre la aludida nulidad. Como medida provisional solicitó que se suspendiera la diligencia de remate programada para el 12 de septiembre del año que avanza. 
Se dispuso el trámite respectivo; se efectuaron las citadas vinculaciones y de la autoridad accionada se solicitó la remisión de las copias del expediente que se estimasen pertinentes para resolver el amparo.

El Juzgado accionado presentó un recuento sobre lo sucedido en la ejecución, y sobre ello se relieva que (i) el 8 de agosto del año 2019, por solicitud de la parte actora, se fijó fecha para llevar a cabo la diligencia de remate el 12 de septiembre siguiente; (ii) el 3 de septiembre la accionante le confirió poder a un abogado para su representación, quien a su turno y en ese mismo momento, presentó un memorial que tiene como asunto “recurso de nulidad”; (iii) Por su parte la apodera da del banco ejecutante el 5 de septiembre allegó un escrito de cesión de derechos de crédito de Scotiabank Colpatria S.A. a Inversionistas Estratégicos S.A.S. INVERST S.A.S., con autenticación notarial de los representantes legales el 15 de agosto del 2019. 
Argumentó en su defensa, que el artículo 120 del CGP señala que el Despacho tiene un término de 10 días para dictar autos, por lo tanto, si desde el día siguiente a la recepción del memorial, habían trascurrido solo 7 días, se encuentra en término el Despacho para decidir. Afirmó que no se han violentado las prerrogativas fundamentales de la actora y que no se encuentra causado en perjuicio irremediable. Por último hizo saber que el remate no pudo llevarse a cabo, dado que el 12 de septiembre no se permitió el acceso al público al palacio de justicia debido a una jornada de protesta convocada por los sindicatos. 
Scotiabank Colpatria S.A., precisó que el 28 de junio de este año el banco celebró un contrato de compraventa de cartera con la sociedad Inversionistas Estratégicos S.A.S. - INVERST, respecto de los créditos contraídos por la aquí accionante y el señor Alejandro Echeverry Sánchez, de lo cual se informó al Juzgado mediante memorial radicado el 5 de septiembre del año 2019.  

Dijo que al banco no le asiste interés en el proceso, puesto que perdió la calidad de acreedor de las obligaciones ejecutadas, y en tal virtud solicitó su desvinculación.  
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude el accionante en esta oportunidad, en procura de la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, defensa y contradicción. Para que se le ordene al Juzgado resolver la nulidad propuesta por el accionante en el trámite del proceso ejecutivo. 
  



Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución.

Además, la misma Corporación se ha encargado de precisar y reiterar, que la subsidiariedad puede darse en dos eventos: cuando el proceso ya ha terminado, evento en el cual se debe analizar si se hizo uso de todos los mecanismos de defensa con que se contaba, para no revivir términos precluidos o convertir la acción de tutela en una instancia adicional; y cuando el proceso aún se encuentra en trámite, pues, por regla general, en este evento es improcedente la acción en vista de que no puede el juez constitucional suplir al ordinario, siempre que se inadvierta la incursión en un perjuicio irremediable
.

Descendiendo al presente caso, según lo informado por el Despacho (f. 20), se tiene que la solicitud de nulidad cuya resolución aquí se depreca, fue radicada en el Juzgado el pasado 3 de septiembre del 2019; esta demanda, por su parte, fue presentada el 10 de septiembre siguiente, es decir, solo transcurrieron 5 días hábiles entre una cosa y la otra. 
Es palmaria entonces, la interposición prematura del resguardo, pues el trámite del que se duele la accionante se estaba surtiendo para cuando se radicó esta demanda, y el Despacho aún se encontraba dentro del término de 10 días hábiles, señalado en el artículo 120 del CGP, para pronunciarse al respecto. 




Por lo tanto, se vislumbra la causal de improcedencia prevista en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, comoquiera que no es esta vía un mecanismo adicional o alternativo de los instrumentos previstos para defender los intereses de quienes intervienen en un proceso, ni es posible anticiparse a las decisiones que, en el escenario natural, debe adoptar la funcionaria que conoce de la ejecución que se cuestiona.




Adicionalmente, como la cuestión planteada carece de una relevancia tal que implique la injerencia directa del juez constitucional, pues no se evidencian circunstancias especiales que así lo aconsejen, es dentro de ellas mismas que debe ventilarse lo pertinente.





Relevante es precisar, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquellas actuaciones; ni una situación que lleve a flexibilizar tal exigencia; máxime cuando, según se informó, la diligencia de remate de donde se hacía derivar una amenaza inminente, tuvo que ser aplazada por protestas de índole sindical que impidieron el ingreso a los usuarios al Palacio de Justicia el pasado 12 de septiembre, y en la actualidad no se ha fijado fecha para su nueva realización. 




Sobran adicionales consideraciones para declarar la improcedencia del amparo y absolver a los demás citados al trámite, como en efecto se hará.  

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Duma Yined Giraldo Restrepo contra el Juzgado Primero Civil del Circuito local.







Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2014; T-001 de 2017. 
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